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6 de noviembre de 2023
A LA CÁMARA DE REPRESENTANTES DE PUERTO RICO:
La Comisión Anti-Corrupción e Integridad Pública de la Cámara de Representantes del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, previo estudio y evaluación, recomienda la aprobación del Proyecto de la Cámara 1702, con enmiendas. 
Alcance de la Medida
El Proyecto de la Cámara 1702, en adelante “P. de la C. 1702”, tiene como propósito crear el “Código Anticorrupción y Ética de Puerto Rico de 2023”; establecer las normas éticas para contratistas, suplidores y solicitantes de incentivos económicos del Gobierno; enmendar los Artículos 191 y 280, añadir un nuevo Artículo 250, derogar los actuales Artículos 250 al 267 y reenumerar los Artículos 268 al 309 como los Artículos 251 al 292 de la Ley 146-2012, según enmendada, conocida como “Código Penal de Puerto Rico”; derogar la Ley 2-2018, según enmendada, conocida como “Código Anticorrupción para el Nuevo Puerto Rico”; y derogar la Ley 99 de 5 de mayo de 1941, según enmendada.
Análisis de la medida
En su exposición de motivos, el P. de la C. 1702 comienza recordando que la Ley 2-2018, según enmendada, conocida como “Código Anticorrupción para el Nuevo Puerto Rico”, se aprobó con el propósito de aumentar los esfuerzos para encausar efectivamente a todos los individuos o entidades involucrados en la corrupción e implantar medidas preventivas en esta lucha. Asimismo, destaca que, aunque originalmente se pensó que con este nuevo código el gobierno contaría con las herramientas necesarias para purificar la administración pública, ese no ha sido el resultado. 
Luego se define la corrupción en términos generales como el abuso del poder para obtener o adelantar un beneficio privado. Añade que los actos corruptos comprometen el estado de derecho, debilitan la democracia y las instituciones gubernamentales, e impactan negativamente la productividad social, la economía y la autoestima del pueblo que la sufre. También se señala que la corrupción varía en grados y naturaleza según el nivel de ocurrencia, los involucrados y las circunstancias. Además, sostiene que, según transcurre el tiempo, esta va evolucionando y ajustando sus esquemas a la tecnología y tendencias que le favorezcan. 

Por otro lado, se trae a colación el daño ocasionado a Puerto Rico mediante los esquemas de corrupción que se suscitaron luego de los fenómenos naturales que afectaron la Isla a partir del año 2017. Asimismo, se destacan las declaraciones de la Contralora de Puerto Rico en agosto de 2022 donde explicó que las pérdidas anuales como consecuencia de la corrupción se han estimado en un 10% del presupuesto gubernamental, es decir, casi $2,800 millones perdidos. Esto sin contar otros aspectos asociados que no pueden ser cuantificados como la dilación de los servicios y el efecto negativo en la reputación de Puerto Rico.

La declaración de propósitos de la medida también señala que los delitos sobre corrupción más comunes en Puerto Rico son el soborno, fraude, extorsión, malversación de fondos, conflicto de intereses, nepotismo y el tráfico de influencias. Se asegura que estos actos incrementan el costo de hacer negocios, propagan incertidumbre en las transacciones comerciales, aumentan el costo de los bienes y servicios, y disminuyen la calidad de estos.  Por ello, la medida sugiere que se necesita ampliar y atemperar la legislación vigente para ajusticiar a los que defraudan la fe pública y la confianza del Pueblo.
Continúa la exposición de motivos indicando que el enfoque en Puerto Rico siempre ha sido imponer penas de reclusión más severas con el fin de disuadir al potencial delincuente, pero que eso no ha funcionado para los delitos de corrupción. Sin embargo, se entiende que es inevitable establecer mecanismos de penas aplicables cuando se cometa una acción delictiva. Ahora bien, se asegura que la revisión o actualización de las penas de reclusión y multas en consideración a las circunstancias sociales de Puerto Rico requieren un enfoque menos punitivo, pero más efectivo. A tales efectos, el Código propuesto, además de mantener la actual pena de restitución, añade un sistema de multas acompañado de un proceso de pago y cobro de la restitución, cuyo propósito es provocar un detrimento significativo en las finanzas de la persona convicta. 
De otra parte, se señala que los delitos relacionados a la corrupción y a la ética en el servicio público se encuentran dispersos y separados en distintas leyes sin acoplamiento ni coerción alguna. Para atender eso, el Código propuesto en el P. de la C. 1702 establece de forma integral tales disposiciones. Así también, dispone mecanismos para que los ciudadanos se sientan en plena confianza de proveer información, cooperar o fungir como testigo en todo tipo de investigación que conduzca a alguna denuncia, acusación, convicción, acción civil o administrativa. 

Por último, se afirma que con la aprobación del nuevo Código Anticorrupción y Ética de Puerto Rico se ataca directamente la corrupción, se promocionan valores éticos tales como la honestidad, la integridad y, sobre todo, se procura la transparencia en las transacciones entre las entidades públicas y privadas.
Alcance del Informe
La Comisión Anti-Corrupción e Integridad Pública de la Cámara de Representantes atendió conjuntamente en vistas públicas los P. de la C. 1701 y P. de la C. 1702, aunque el primero es objeto de otro informe. Diversas personas y entidades acudieron a las vistas o enviaron sus comentarios escritos a la Comisión. Estos fueron los siguientes:
· Lcdo. Leo Aldridge Kontos (Abogado, Periodista y Analista Político)
· Lcdo. Julio Fontanet Maldonado (Decano y Catedrático de la Escuela de Derecho de la Universidad Interamericana de Puerto Rico)
· Dr. Efraín Hernández Acevedo (Abogado, Catedrático Asociado y Director del Departamento de Ciencias Sociales de la Universidad Interamericana de Puerto Rico)
· Dr. Javier Morales Vargas (Psicólogo, Presidente y Consultor Principal de Competitive Consulting)
· Issel Masses Ferrer y Johnny F. Rullán (Fundadora y Directora Ejecutiva de la organización Sembrando Sentido y Co-fundador de la organización Somos Más, respectivamente)
· Lcdo. Hiram Meléndez Juarbe (Catedrático y Decano Asociado de la Escuela de Derecho de la Universidad de Puerto Rico)
· Lcda. Georgina I. Candal Segurola (Profesora - Escuela de Derecho de la Universidad de Puerto Rico)
· Puerto Rico Lawyers Association

· Sindicato de Policías Puertorriqueños
· Lcda. Emmalind García García (Profesora Adjunta de la Escuela de Derecho de la Universidad de Puerto Rico)
· Dra. Elsie Ruiz Santana (Directora del Departamento de Criminología, Administración Pública y Consejería en Rehabilitación Clínica de la Pontificia Universidad Católica de Puerto Rico)
· Dr. Hernán Vera Rodríguez (Director del Observatorio de Sociedad, Gobernanza y Políticas Públicas de la Pontificia Universidad Católica de Puerto Rico)
· Lcdo. Ernesto Hernández Milán (Profesor de la Escuela de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Puerto Rico)
· Lcdo. Harry Padilla Martínez (Abogado en la práctica privada)
· Oficina de Ética Gubernamental
· Oficina del Inspector General 
· Arturo Avilés Hernández (Presidente del Capítulo de Puerto Rico del Instituto de Auditores Internos)
· Oficina del Panel sobre el Fiscal Especial Independiente
· Oficina del Contralor de Puerto Rico

· Departamento de Justicia
Aunque no todos se expresaron en detalle sobre el P. de la C. 1702, en su mayoría, no mostraron reparos a que se consoliden en un mismo código todas las disposiciones penales que atañen al tema de la corrupción pública. A continuación, se recogen los planteamientos de los deponentes que sí formaron una opinión sobre dicha medida en particular.
Resumen de ponencias
Dr. Efraín Hernández Acevedo
El Dr. Hernández Acevedo señaló que hay que enfocarse en el efecto preventivo de las penas actuales y señaló que se debe que repensar la manera en que combatimos la corrupción. Sobre el P. de la C. 1702, criticó que las medidas solo se enfoquen en más penas y más multas, pero no en la educación. Entiende que hay que dar más énfasis en ese aspecto, sobre todo, en desarrollar cursos de Administración Pública para los funcionarios. También puntualizó que hay que recuperar el sistema de mérito. 

Por otro lado, consideró que las multas por obtener información privilegiada y confidencial para negocios son muy lenientes, considerando la magnitud de los contratos. Además, cree que las sanciones deben incluir a los directivos de las corporaciones que violen la ley y no solo al ente jurídico. En cuanto a las reclamaciones del Estado para recuperar daños al erario, entiende que tienen que ser compulsorias y no discrecionales. Además, deben incluir los casos que fueron probados en el foro federal.
Issel Masses Ferrer / Johnny F. Rullán
La Directora Ejecutiva de Sembrando Sentido, Issel Masses Ferrer, y Johnny F. Rullán, Portavoz y Co-fundador de Somos Más, expresaron que, según estudios que han realizado, la contratación pública supone un gran riesgo para la corrupción. Estos dijeron que las contrataciones representan cerca de 50% del gasto público y estimaron que, a causa de la corrupción gubernamental, entre un 10% y un 25% del valor de los contratos en el gobierno, es decir, unos $3,100 millones del presupuesto de contrataciones, se podrían perder como resultado de la corrupción, mal manejo de recursos e ineficiencia. A tales efectos, destacaron que el Código Anticorrupción actual no logra atender el problema de la contratación pública que propicia la corrupción política en Puerto Rico, por lo que sugirieron enmiendas al proyecto.

En primer lugar, creen que las acciones prohibidas en el Artículo 3.7 (restricciones para actuaciones de los exservidores públicos) deben extenderse hasta al menos cuatro (4) años siguientes a la fecha de la terminación del empleo gubernamental o la ocupación de un cargo oficial. Asimismo, sugieren que las normas éticas del Capítulo III de la medida se extiendan al Poder Judicial y al Legislativo, y a todas las oficinas ejecutivas, incluyendo la Oficina del Contralor y la Oficina del Procurador del Ciudadano.
En cuanto al nepotismo en la función gubernamental, sugieren que se atienda la problemática del nepotismo cruzado. Señalan que la redacción del proyecto solo atiende el problema dentro de una misma entidad pública, lo que permite que servidores públicos influencien la contratación de sus familiares en alguna otra entidad. Además, consideran que esta prohibición debe ser extendida a puestos de carrera, inclusive. También creen que la otorgación de una dispensa a un pariente del Director/a de una entidad pública debe ser evaluado por otro superior, y que los mismos requisitos que se siguen en la Rama Ejecutiva para otorgar dispensas se deben aplicar en las otras ramas de gobierno.
Sobre el tema de las protecciones contra las represalias, alegan que ni el Código Anticorrupción actual, ni el propuesto, disponen cómo se pueden denunciar actos de corrupción (ante qué entidad y por qué medio). A esos efectos, sugieren que se incluya un mandato para que alguna de las entidades fiscalizadores reglamente el proceso.
El otro tema que traen a colación es el de las contrataciones gubernamentales. Sobre este asunto sugieren que se incluyan y definan los términos: “beneficiarios finales”, y “subcontratistas y/o subcontratos”. Esto para cubrir a las personas que se benefician, controlan y/o son dueñas de una persona jurídica y a las personas que proveen suministros o servicios a otro contratista o subcontratista, respectivamente. Del mismo modo, proponen que la declaración jurada que someten los contratistas para certificar o informar sobre cualquier convicción por actos de corrupción por parte de la persona natural o jurídica o cualquier presidente, vicepresidente, director, director ejecutivo, o miembro de una junta de oficiales o junta de directores, o personas que desempeñen funciones equivalentes para la persona jurídica, incluya a sus beneficiarios finales y subcontratistas. El propósito de esta recomendación surge porque, a diferencia del contratista primario, los subcontratistas no están directamente atados a las regulaciones y salvaguardas establecidas por las leyes anticorrupción.
Otro asunto que sugieren Sembrando Sentido y Somos Más es que se incluya una prohibición clara sobre donativos políticos por parte de los contratistas de gobierno como sucede en unos 20 estados y el gobierno federal. Según estos, entre el 5.6% y el 14% de los contratistas gubernamentales son donantes políticos. Por lo tanto, recomiendan que, para todo contrato con el gobierno, se prohíban los donativos por cuatro (4) años siguientes al cumplimiento de este o de la presentación de cotizaciones o propuestas. La prohibición debe incluir a la persona natural y/o jurídica, y en caso de personas jurídicas, a los miembros de su equipo directivo o ejecutivo y beneficiarios finales. Entienden que la penalidad por la violación a estos parámetros debe ser la terminación del contrato y/o la descalificación del proceso de licitación.
Por último, en lo que respecta a la inhabilidad para contratar con el gobierno cuando, al momento de la otorgación del contrato, una entidad jurídica no tenga dos (2) años de constituida ni cuente con dos (2) años de experiencia en el servicio a ser contratado, se debe solicitar, además, evidencia de “actividad corporativa” y de relevancia al servicio o bien solicitado.
Puerto Rico Lawyers Association
De entrada, la Asociación de Abogados de Puerto Rico, representada por su Presidente, Lcdo. Ferdinand Ocasio Vélez, indicó que favorecían todo esfuerzo encaminado a mejorar la confianza de los puertorriqueños en sus instituciones y que la discusión de las medidas anticorrupción son un paso en la dirección correcta. No obstante, puntualizaron que suelen brindar total deferencia al criterio de los legisladores de proponer y aprobar legislación para establecer política pública que ataque el problema de la corrupción.
Dr. Hernán Vera Rodríguez 
En la misma vista donde también se discutió el P. de la C. 1701, el Director del Observatorio de Sociedad, Gobernanza y Políticas Públicas de la Pontificia Universidad Católica de Puerto Rico, comenzó agradeciendo a la Comisión por la apertura y el interés en la participación ciudadana que supone realizar las vistas públicas en Ponce. Allí también reveló los hallazgos de un estudio que estimó los costos económicos de la corrupción y la pobre gobernanza en Puerto Rico en $527 millones anuales entre los años 2000 y 2017, cifras similares a las brindadas por pasados contralores de Puerto Rico. 

Señaló que la corrupción está en todos los niveles y no parece disminuir, y elogió las medidas bajo estudio que buscan poner al día la legislación vigente y cerrar las grietas o fisuras por las cuales se cuela la corrupción. A preguntas de los representantes presentes en la vista sobre el P. de la C. 1702, contestó que a los funcionarios que incurren en conductas antiéticas se les debe penalizar con multas, restitución, servicio comunitario, etc. Pero en el caso de conducta evidentemente criminal la pena debe incluir el encarcelamiento. 
Lcdo. Ernesto Hernández Milán

La ponencia del Lcdo. Hernández Milán giró mayormente sobre la figura del Fiscal Especial Independiente actual. Sin embargo, cuando se le preguntó específicamente sobre el P. de la C. 1702, dijo estar en total acuerdo con que todos los delitos relacionados a la corrupción se encuentren en un mismo Código Anticorrupción.
Lcdo. Harry Padilla Martínez 

Al igual que la mayoría de los deponentes, el Lcdo. Padilla Martínez concentró su ponencia en la figura del FEI y la creación de la nueva Oficina Anticorrupción e Integridad Pública, pero a preguntas de los miembros de la Comisión en la Vista Pública, celebrada en el Teatro de la Pontificia Universidad Católica en Ponce, no tuvo reparos a que se incluyan todos los delitos por corrupción pública en un solo Código Anticorrupción como propone el P. de la C. 1702.
Memoriales Explicativos

La Comisión también recibió memoriales de los siguientes organismos gubernamentales:
Oficina de Ética Gubernamental 

La Oficina de Ética Gubernamental (en adelante, OEG), representada por su Director, Luis A. Pérez Vargas, sometió un memorial escrito el 22 de agosto de 2023. Sobre el P. de la C. 1702, específicamente, dice que hay que comparar las definiciones contenidas en el Código Anticorrupción (CA) vigente, la Ley de Ética Gubernamental (LEG) y el Código Anticorrupción y Ética (CAE) que se propone. Según su análisis, la definición de “beneficio” en el CAE es más limitada que en la LEG, pues no especifica que, además de una ganancia pecuniaria material, debe incluir “cualquier forma de ventaja”. También se señala que, en el código propuesto, se definen por separado “empleado público”, “funcionario público” y “servidor público”, mientras que la LEG consolida los términos en la definición de “servidor público” para facilitar su manejo y aplicación.
Por otro lado, señala que, en la definición de “parientes”, se dejan fuera a los yernos y nueras, y que tampoco se define el término “unidad familiar”. También critica que las normas éticas de carácter general del Artículo 3.2 del proyecto se limiten a “aspiraciones” y no “obligaciones”.

Luego sigue comparando los capítulos del CAE con la LEG y el CA vigente, y señala que algunas partes del código propuesto son confusas y desorganizadas. De otra parte, se alega que el principal problema del P. de la C. 1702 es la capacidad limitada de adjudicar los procedimientos administrativos y adjudicar las normas éticas dentro de la OAIP. Según la ponencia, la incapacidad de procesar por la vía administrativa es perjudicial, ya que, para probar acciones antiéticas el estándar probatorio es menor que en los casos criminales.
Otro señalamiento que hace la OEG es que el CAE propuesto no debería estar en un proyecto separado al que crea la OAIP por el “peligro” de que se apruebe uno y el otro no.

Finalmente, sí reconocen que la OEG necesita reformas, pero que serían mejor atendidas con la aprobación del P. de la C. 552.
Oficina del Inspector General

La Oficina del Inspector General (en adelante, OIG), representada por su Directora, Ivelisse Torres Rivera, sometió un memorial escrito el 22 de agosto de 2023. Sobre el P. de la C. 1702 - luego de repasar la historia y funciones de la agencia creada en 2017 - señaló que solo es “una mezcla de otras leyes ya aprobadas”, pasando por alto que, en efecto, uno de los principales aspectos de la medida es, precisamente, establecer de forma integral tales disposiciones en un solo Código Anticorrupción.
Luego continúa el memorial con una comparación entre los artículos de la Ley de Ética Gubernamental, el Código Anticorrupción vigente y el Código Anticorrupción propuesto para culminar repitiendo el mismo argumento de entrada, sin mayor análisis. 
Oficina del Panel sobre el Fiscal Especial Independiente 

El Panel sobre el Fiscal Especial Independiente (en adelante, PFEI), fue citado para vista pública, pero se excusó por lo cual compareció por escrito el 25 de septiembre de 2023. Sobre el P. de la C. 1702, específicamente, expusieron que los vigentes estatutos dirigidos a prevenir la corrupción son de suma importancia para restablecer una imagen de transparencia gubernamental. A su vez, que las agencias integrantes del Grupo Interagencial Anticorrupción, creado por la Ley 2-2018, ejercen con rigor las funciones encomendadas para combatir la corrupción. Asimismo, entienden que la mejor manera de alcanzar ese propósito es mediante la cooperación entre agencias y funcionarios, así como contar con mayores recursos.

Por otro lado, sugieren que hay que tener cuidado de que no se vaya a afectar la coherencia entre la aplicación de diversas leyes, debido a la amplitud de iniciativas incluidas en la medida bajo estudio. A esos efectos, entienden que la opinión del Departamento de Justicia es necesaria.
Finalmente, concluyen que, por el P. de la C. 1702 estar atado y supeditado en sus propósitos, fines y justificaciones a la acción legislativa expuesta en el P. de la C. 1701, el cual pretende eliminar la OEG, la OIG y el PFEI, se oponen a su aprobación.
Oficina del Contralor de Puerto Rico
La Oficina del Contralor de Puerto Rico (en adelante, OCPR) compareció mediante memorial escrito el 29 de septiembre de 2023. Sobre el P. de la C. 1702 comenzó su análisis describiendo los propósitos de este y las funciones del Contralor. Se aseguró que siempre han avalado toda propuesta legislativa que contribuya a la transparencia e integridad en los procesos gubernamentales. Al igual que manifestaron para el P. de la C. 1701, sostienen que la medida contiene algunos aspectos que podrían ser estudiados con el propósito incluirlos en la legislación vigente, sin tener que crear otro Código Anticorrupción. Por ejemplo, el que se añada un sistema de multas que, al ir contra el propio peculio de la persona convicta, podría tener el efecto de afectar su situación financiera. Además, que se amplían las sanciones y penalidades a las normas éticas, las cuales incluyen la pena de servicios comunitarios y solicitar la suspensión o revocación de cualquier licencia, permiso o autorización.
Por otro lado, contrastan algunas definiciones en el P. de la C. 1701 con las del P. de la C. 1702. Alegan que, aunque algunas son similares, la definición de “empleado público” en ambos proyectos incluye a los empleados con características de puesto, lo cual es contrario a la normativa jurídica establecida por la Oficina de Administración y Transformación de los Recursos Humanos (OATRH), y señalado como hallazgos en varios informes de auditoría publicados por la OCPR. También advierten que no se incluyó una definición de “beneficio político”, algo que sí consta en el P. de la C. 1701. 

De igual forma, sostienen que se brinda poca importancia a los procedimientos administrativos dentro de la OAIP y a la capacidad de adjudicar las normas éticas que se describen en el proyecto. Ello, afectaría el desempeño de la oficina si tuviera que procesar un caso que, aunque no contara con prueba “más allá de duda razonable” para procesarlo criminalmente, sí podría contener la suficiente prueba para procesarlo administrativamente.

También se critica la creación de normas éticas demasiado genéricas como, por ejemplo, decir que no se puede dar trato preferencial a una persona, pero sin definir lo que constituye “trato preferencial”. En cuanto a la propuesta de que el Grupo Interagencial Anticorrupción se reúna por lo menos una (1) vez al mes en lugar de cada tres (3) meses como ocurre en la actualidad, señala la OCPR que la comunicación por otros medios es continua, por lo que no hay que estarse reuniendo presencialmente.

Por último, llamaron la atención sobre el P. de la C. 552, también bajo estudio de la Comisión Informante, cuyo propósito es establecer una nueva Ley Orgánica de la Oficina de Ética Gubernamental de Puerto Rico.

Departamento de Justicia
El Departamento de Justicia (en adelante, DJ) fue citado para vista pública pero se excusó de su participación por lo cual compareció mediante memorial explicativo el 13 de octubre del corriente. Luego de un breve resumen de las disposiciones del P. de la C. 1702, el DJ comenzó el análisis de la medida indicando que corresponde al Gobierno la responsabilidad de fiscalizar el uso y manejo apropiado de los fondos públicos, según dispuesto en la Sección 9 del Artículo VI de la Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico.
En cuanto a las definiciones, llaman la atención de que se omiten algunas necesarias para que aplique el estatuto. Por ejemplo, destacan que se mencionan en el texto de la medida los términos: “informe financiero”, “información o documento confidencial” y “regalo”, pero que no constan en el Capítulo II. Se señala que esto es importante porque en el ámbito criminal, es imprescindible que cada elemento del delito esté claramente definido para cumplir con el principio de legalidad.

En el Capítulo III del proyecto sobre las normas éticas para los servidores y exservidores públicos del Poder Ejecutivo, no favorecen que se reduzca a una multa la pena por conductas delictivas que actualmente constituyen delitos graves con penas de reclusión.

De otra parte, del Capítulo IV de la medida objetan que el Artículo 4.1 (acciones administrativas), permita al Director de la Oficina determinar que todo servidor o exservidor público, que, de forma reincidente, sea encontrado en violación administrativa de alguno de los incisos del Código, quede inhabilitado para desempeñar cualquier cargo o empleo público o ser contratado, cuando en el Código actual la prohibición es expresa.

En cuanto al Capítulo VI sobre delitos contra la función y el ejercicio gubernamental, llaman la atención a una referencia al Artículo 5.10 de proyecto el cual no existe. Esto es un error de redacción que la Comisión consideró, así como otros artículos sobre los cuales se hacen observaciones.

Del Capítulo VIII sobre acciones civiles por daños ocasionados al Estado, se advierte que hay que mirar con cuidado cualquier disposición que permita un reclamo de temeridad en contra del Gobierno por acciones ejercidas por servidores públicos en el estricto cumplimiento de las obligaciones que les impone la ley. Además, señalan que nuestro ordenamiento jurídico ya reconoce una causa de acción específica por persecución maliciosa.

En cuanto a lo propuesto en el Artículo 9.5(c) de la medida para que las personas convictas y las acogidas a un acuerdo de inmunidad por violaciones al Código Anticorrupción estén inhabilitadas para ser servidores públicos, contratar o licitar, por sí o a través de terceros, con cualquiera de las tres ramas del Gobierno, el DJ considera que tal disposición podría ser contraproducente. El DJ entiende que ello provocaría que aquellas personas cuyo testimonio resultaría vital para una investigación, se nieguen a cooperar.

Finalmente, el DJ expresó no favorecer la medida porque muchos de los asuntos señalados podrían infringir principios constitucionales y normas medulares del Derecho Penal.
Sesión Pública de Consideración Final
La Comisión de Anti-Corrupción e Integridad Pública celebró el 2 de noviembre de 2023 una Sesión Pública de Consideración Final (“Mark-up Session”) para este proyecto de ley, según lo dispone el Reglamento de la Cámara de Representantes. En dicha sesión pública se consideraron las enmiendas debidamente circuladas a los integrantes de la Comisión mediante el envío por correo electrónico de un “Entirillado Electrónico”. No habiendo enmiendas adicionales por los miembros de la Comisión se pasó a la Votación Final.  Establecido el quórum requerido, se realizó la Votación Final y se obtuvo la aprobación de la medida mediante el voto afirmativo de la mayoría de los miembros de esta Comisión.
Conclusión

En síntesis, el P. de la C. 1702 procura los siguientes objetivos principales:

1. Crear el “Código Anticorrupción y Ética de Puerto Rico de 2023”, con el propósito de consolidar en un solo lugar toda la legislación que atiende los delitos relacionados a la corrupción y a la ética que actualmente se encuentran dispersos y separados en distintas leyes sin acoplamiento ni coerción alguna.

2. Revisar y actualizar las penas de reclusión y multas en consideración a las circunstancias sociales de Puerto Rico, pensando principalmente en la efectividad de las medidas anticorrupción.
3. Añadir un sistema de multas, procedimiento de pago y cobro de la restitución con el propósito de causar un detrimento significativo en las finanzas de la persona convicta por corrupción que afecte su situación financiera.
4. Dispone para que el Pueblo sienta plena confianza en proveer información, cooperar o fungir como testigo en todo tipo de investigación que conduzca a alguna denuncia, acusación, convicción, acción civil o administrativa.
La consolidación de todas las disposiciones anticorrupción en un mismo código tiene enormes ventajas. En primer lugar, facilita el acceso a las leyes relacionadas con la corrupción, lo que simplifica su consulta tanto para fiscales, abogados y estudiosos del tema, como para el ciudadano común. Además, permite mantener una coherencia y consistencia en los estatutos, lo que evita posibles contradicciones o lagunas legales que podrían surgir si las disposiciones están dispersas en múltiples leyes.

En segundo lugar, simplifica el proceso de legislación y modificación de las leyes anticorrupción, ya que cualquier cambio se puede realizar en un solo documento, en lugar de tener que estar enmendando distintas leyes por separado. 

Por otro lado, facilita la labor de los tribunales y la aplicación de la ley, ya que los jueces pueden consultar un único código en vez de tener que buscar diversas disposiciones en leyes por separado. En adición, la codificación en un mismo lugar contribuye a la transparencia en la legislación anticorrupción, ya que, al estar todas las disposiciones concentradas en un mismo estatuto facilita su revisión y evaluación por parte de la sociedad civil, los académicos e inclusive facilita la fiscalización de la prensa.

De otra parte, enfatizar en la restitución monetaria por parte del convicto puede tener mayor eficacia que la sola pena de cárcel. Por ejemplo, el enfrentarse a la posibilidad de tener que restituir el dinero malversado puede disuadir a algunas personas de involucrarse en actividades corruptas, ya que saben que podrían enfrentar graves consecuencias financieras. De igual forma, la recuperación del dinero corruptamente obtenido para devolverlo a su legítimo dueño es fundamental en casos de corrupción pública, ya que puede volver a redirigirse a causas legítimas como la educación, la salud, atender la pobreza y mejorar la seguridad, entre otras cosas.

Si bien es importante destacar que no todos los casos de corrupción pueden atenderse mediante el pago de multas o la restitución, la combinación de estas disposiciones con penas de cárcel podría abordar la corrupción de una manera integral y equitativa, teniendo en cuenta la gravedad del delito y las circunstancias específicas de cada caso.  

De lo que no hay duda es que, despojar al corrupto de su dinero, impedirá que otros funcionarios y empleados públicos visualicen la corrupción como una inversión necesaria para ganar más. El nuevo “Código Anticorrupción y Ética de Puerto Rico de 2023” cumple con dicho propósito.
POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión Anti-Corrupción e Integridad Pública de la Cámara de Representantes de Puerto Rico, previo estudio y consideración, recomienda a este Cuerpo la aprobación del P. de la C. 1702.  
Respetuosamente sometido,
Héctor Enrique Ferrer Santiago

Presidente
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